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Resol. Serie “B” N° 12
Expte. N° 2.913 – Año 2019 – Autos: “Gerez Mario Orlando, Carluccio Oscar Vicente y Carluccio Dino Franco s.d. Usurpación de Propiedad y Estafa e.p. Campos Marcelo Federico – Queja por Casación Denegada”.

Santiago del Estero, veinticinco de febrero dos mil veintiuno.

Voto de la Dra. Ana Rosa Rodriguez con Adhesión del Dr. Eduardo José Ramón Llugdar.




Y Vistos:



El Recurso de Queja por Casación Denegada interpuesto por el Dr. Julio A. Llugdar contra la Resolución de fecha 03/09/2019 dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal que declara la inadmisibilidad formal del Recurso de Casación intentado contra la Resolución de fecha 12/07/2019.-----------------

Y Considerando:



I) Que a fs. 17/19 vta. se presenta el Dr. Julio Alberto Llugdar e interpone Recurso de Queja por Casación Denegada contra la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal, de fecha 03/09/2019, notificada en fecha 06/09/2019 (fs. 15) que resuelve declarar la inadmisibilidad formal del Recurso de Casación impetrado, ante la ausencia del requisito objetivo – inimpugnabilidad objetiva – que haga posible su procedencia.----------------------------------------------

II) Que del escrito recursivo surge que lo que motiva la presentación del recurso de queja, es la afirmación del recurrente de que la resolución impugnada resuelve, conforme a la doctrina de la impugnabilidad objetiva, que el remedio procesal extraordinario por su parte solicitado no cumple con los requisitos exigidos para su procedencia por considerar que no es equiparable a sentencia definitiva.-------------------------------------

Al respecto invoca los precedentes “Di Marco” y “Llerena” de la C.S.J.N, e insiste en que en el caso particular no existe subsanación posterior posible, sometiéndose al imputado al imperio de un juez parcial. También aduce el derecho al recurso reconocido por el art. 8.2. inc. “h” de la C.A.D.H, sosteniendo que las exigencias procesales deben ceder ante el derecho del imputado a un recurso amplio.-----------------------------

Finalmente, mantiene la reserva del caso federal y requiere se haga lugar al recurso de queja declarando mal denegada la casación y ordenando la remisión de las actuaciones. ---------------------------------------------

III) A fs. 23/24 obra dictamen emitido por el Fiscal General del Ministerio Público, quien luego de valorar que la queja reúne los requisitos para su admisibilidad, se pronuncia sobre el fondo de la cuestión y considera acertado el razonamiento efectuado por el tribunal a quo, en el entendimiento de que la resolución impugnada, en tanto deniega una nulidad procesal, no reviste carácter de sentencia definitiva, ni resulta asimilable a tal condición. En efecto, postula que dicha impugnación es insusceptible de revisión por vía extraordinaria. En idéntico sentido, sobre la confirmatoria del auto de procesamiento, en especial atención a su carácter de provisoriedad, entiende que tampoco resulta susceptible de impugnación mediante el recurso extraordinario. ----------------------------------

Finalmente y en coincidencia con el resolutorio de la Cámara de Apelaciones, entiende que el recurrente debió articular la vía correspondiente contra la denegatoria de la recusación, deviniendo improcedente su planteo posterior en el recurso ordinario de apelación en virtud de la preclusión de los actos procesales. En mérito a ello, considera debe desestimarse el recurso de queja y tener por bien declarado inadmisible el recurso de casación.-------------------------------------------------

IV) Que encontrándose en ese estado la causa, previo ingresar al tratamiento de los fundamentos de la queja articulada, corresponde a éste tribunal verificar si se encuentran reunidos los presupuestos de admisibilidad formal exigidos por el art. 461, 2º párrafo, del C.P.P. En ese cometido se puede constatar que el quejoso ha interpuesto el remedio directo en tiempo y forma, al hacerlo ante el Tribunal Superior adjuntando las respectivas copias del recurso denegado, de la resolución puesta en crisis y de las notificaciones efectuadas, encontrándose legitimado para impugnar la resolución denegatoria (impugnabilidad subjetiva) e interponiendo el escrito dentro del plazo legal. En consecuencia, corresponde por lo tanto declarar su admisibilidad, tornándose procedente, entonces, el análisis de la cuestión de fondo que motiva la queja, esto es, si el recurso de casación ha sido bien o mal denegado en la instancia anterior.---------------------------------------

V) Acreditada la concurrencia de los recaudos formales exigidos para la viabilidad del remedio intentado, la cuestión sometida a decisión se encuentra en condiciones de ser resuelta. Corresponde, ahora sí, dar tratamiento al planteo del impugnante, quien se agravia de la inadmisibilidad del Recurso de Casación. Para ello se deberá realizar un re-examen de admisibilidad del mismo considerando la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal originariamente cuestionada y observar si al tiempo de interposición del recurso se cumplimentaron las exigencias prescriptas por los Arts. 483, 485, 486 y 489 del ordenamiento ritual.----

La queja del defensor radica en expresar que si bien la resolución atacada no reviste carácter definitivo, sí resulta equiparable a tal, por cuanto ocasiona un gravamen de imposible e insuficiente reparación ulterior al convalidar una nulidad insalvable, lo que para la defensa constituye un supuesto de gravedad institucional.- 

Sin embargo, y pese a los esfuerzos argumentales realizados, se advierte que la resolución atacada no es de aquellas cuya impugnación se habilita mediante la vía casatoria. Ello así puesto que no es una sentencia definitiva a los fines del recurso ya que no pone fin a la acción o a la pena, no imposibilita la continuación de las actuaciones, ni tampoco versa sobre la extinción, conmutación o suspensión de una pena y puesto que tampoco puede ser equiparable a tal pues no se evidencia que de ella resulte un gravamen de imposible, tardía o insuficiente reparación ulterior.-------------------------

Para dar fundamento a lo anterior cabe remarcar, en primer término, con relación al objeto de la resolución recurrida y a la pretensión del recurrente, que si bien el impugnante centra su agravio en la denegatoria de nulidad planteada - vinculada con la recusación de la Dra. Falco-, también refiere al procesamiento de sus defendidos, por lo que se analizarán ambas situaciones.----------------------

V a.- Respecto del punto del decisorio que resuelve no hacer lugar a la nulidad articulada, existe sobrada jurisprudencia según la cual las resoluciones que rechazan o admiten nulidades procesales no revisten el carácter de definitivas, y son inobservables por vía de recursos de naturaleza extraordinaria, ya que supone que el trámite de la causa permite una posterior decisión sobre el derecho cuyo desconocimiento se invoca. ---------

En materia recursiva, no tratándose de sentencias definitivas, excepcionalmente es viable el recurso de casación cuando se advierte comprometido "prima facie" el derecho de defensa. Como bien lo afirma el impugnante, en materia penal el respeto de este derecho constitucional debe ser observado rigurosamente por encima de cualquier cuestión formal. "Si bien lo atinente a las nulidades procesales reviste el carácter de una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena al recurso extraordinario, ello no es óbice para hacer excepción a dicha doctrina si con lo resuelto -con carácter definitivo- se ha incurrido en un rigor formal lesivo de la garantía de la defensa en juicio". (C.S.J.N. "Amigo, Roberto c/ Asistencia Médica Social Argentina S.A. y otros s/ Ordinario". 17/11/94. SAIJ A0031095). -----------------

En ese sentido, analizadas las constancias de autos, surge que el abogado cuya participación, a dichos del recurrente, comprometía presuntamente la imparcialidad de la jueza natural de la causa, renunció a su mandato, por lo que desaparecida que fuera la causal de recusación, no se alegan, prueban ni advierten vulneraciones a las garantías que por mandato constitucional corresponden al imputado en la causa. Es decir, concretamente no se advierte violentado el derecho de defensa del encartado de un modo patente que autorice a asimilar a definitiva la sentencia en crisis, pues, no se vislumbra perjuicio insubsanable a posteriori, no superando los agravios del recurrente de una mera discrepancia con lo resuelto por el Tribunal A-quo. "La resolución que decide una cuestión relacionada con la nulidad de las actuaciones no pone fin al pleito ni impide su prosecución, por lo que no reviste carácter de definitiva en los términos del art. 278 del C.P.C.C." (Rep. L.L. XXXIX, J-Z 1986 Sum. 293) (Fallo en Expediente Nº 1879 - AÑO 2010 - Autos: “Paz Claudio Alberto; Salas Maria Angelica sd robo calif. p/el uso de arma de fuego y robo calif. en gdo. de participe secundario ep Lopez Cecilia Gabriela Natali y Paz Rosalia del Rosario s/Queja p/Casacion Denegada)”.----------------

Así también, no se advierte el gravamen invocado por el recurrente al sostener que impedirle la vía recursiva casatoria compromete y coloca en sospecha la regularidad del proceso, niega el acceso a la jurisdicción e impide el derecho de defensa, toda vez que aquellas cuestiones que constituyen el objeto procesal perseguido por la vía de casación intentada, tuvieron examen por parte de un Tribunal mediante impugnación ordinaria – Recurso de Apelación –, materializándose así en esa instancia procesal la garantía de revisión amplia que integra su derecho de defensa.----------------------------

Es de reiterar que este Superior Tribunal tiene una postura adoptada respecto de la viabilidad de las casaciones contra sentencias de este tipo. En la causa “Aguirre de Castillo Alba Luna s.d. Defraudación por Retención Indebida e.p. Navarrete Ida Queja por Casación Denegada” (Expte. Nº 311/ Año 2000 Resol. Serie “B” Nº 293, 06/09/06), se ha sostenido que “la resolución que no hizo lugar a la recusación con causa deducida contra las integrantes de ese cuerpo y que serían quienes juzgarían a la acusada, no es de las que son consideradas por nuestra ley formal como susceptible de ser impugnada por la vía casatoria, por la naturaleza del asunto que se ventila en un incidente de recusación con causa, pues sin lugar a dudas, el sistema de recusaciones y excusaciones dentro de un proceso judicial, no trae aparejado el dictado de resoluciones definitivas o que puedan ser tomadas como tal en razón de tratarse de cuestiones de neto contenido procesal, circunstancia ésta que obsta la pretensión recursiva articulada por la encausada. 'Las decisiones que versan sobre recusación, son insusceptibles de recursos extraordinarios, por tratarse en principio, de cuestiones de hecho y derecho procesal y además carece de sentencia definitiva' (C.S.J., “Franco María José “; en igual sentido se expide en autos “Manuzze, Alejandro”, L.L. 1984 D 638)".--------------------------------------------------

Dicho lo anterior, y no encontrando amparo en la excepción prevista, el decisorio puesto en crisis, por cuanto rechaza el planteo nulitivo vinculado a la recusación con causa de una magistrada, tampoco puede encuadrarse en la enumeración de los Arts. 483 al 488 del C.P.P., especialmente del Art. 485 segundo y tercer párrafo del C.P.P., que define aquellos autos dictados por la Cámara de Apelación y Control que pueden ser recurridos por vía extraordinaria de casación. Ello dado que no reviste condición de definitividad, ni estricta ni por equiparación.---------------------------------------------

V b.- Por otra parte, respecto al punto que confirma el auto de procesamiento dictado en contra de los Sres. Carluccio, representados por el Dr. Llugdar, dicho decisorio tampoco se encuentra entre aquellos que expresamente el ordenamiento procesal penal habilita de impugnabilidad por vía de casación.-----------------------

Tal razonamiento del tribunal a quo resulta exento de reproche alguno, desde que la decisión impugnada a través del Recurso de Casación cuya declaración de inadmisibilidad motiva la presente queja, no reviste el carácter de sentencia definitiva ni asimilable a tal condición, ya que tanto por su naturaleza, como por los efectos que de ella derivan, no se obsta a la continuación de las actuaciones. En tal supuesto, si el Tribunal de Apelaciones, advirtió que la decisión atacada no constituye sentencia definitiva o resolución equiparable a ella, su decisión de rechazar el Recurso de Casación interpuesto se encuentra dentro de las facultades que le confiere el ordenamiento ritual.--------------------------

En ese sentido, cabe recordar el criterio adoptado por este Superior Tribunal de Justicia respecto a la viabilidad formal de los recursos extraordinarios de casación intentados contra autos de procesamiento. En esa línea, la resolución que dispone el procesamiento del encartado, no reviste condición de definitividad, ni estricta ni por equiparación, desde que la decisión que la misma contiene se caracteriza, primordialmente, por ser provisoria y modificable a posteriori.--------------------

El concepto de definitividad debe interpretarse, no en función de la calidad de irrevocable de que goza todo acto firme o ejecutoriado, sino en relación a su función procesal, es decir que se trate de un decisorio “... que compone el litigio o concluye el pleito haciendo imposible su continuación, aunque hubiera recaído en un incidente; aquélla decide las cuestiones planteadas, agotando total o parcialmente el conflicto de intereses, ésta impide el desarrollo del proceso imponiendo su conclusión...”(T.S. Córdoba - Olmedo, Abel Armando c/ Federico A. Milocco s/ Ordinario Recurso de Casación 04/08/2006), tal como lo señaló este Órgano Superior en “Expte. Nº 18.329 - Año 2015 - Autos: Ruíz Juan José s.d. Homicidio y Homicidio en Grado de Tentativa e.p. Luna Ramón Ricardo y Correa Dario s/ Procesamiento Casación Criminal” - Resol. Serie “B” N° 130 - fecha 07/12/2016”.—

El carácter provisorio del auto de procesamiento, se traslada también al fallo del Tribunal de Apelación que lo confirma. Así ello, dicha sentencia no logra superar las limitaciones objetivas impuestas por la ley ritual para la concesión del remedio casatorio, por carecer del requisito de finitud exigido por el Código adjetivo en materia penal. En efecto, la decisión de la Cámara revisora de rechazar la apelación y confirmar el procesamiento del encartado, sólo implica para éste, continuar sometido al proceso y a la acción de la justicia, sin que se advierta que tal circunstancia ocasione perjuicio de imposible reparación posterior. De allí, todo resolutorio cuyo efecto sea la obligación de seguir sometido a un proceso criminal y que no ponga fin al procedimiento, sino por el contrario haga posible su continuación, sin ocasionar un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, no adquiere el carácter de definitivo y por tanto, es insusceptible de revisión por vía de la casación.-----------------------------------

El criterio expuesto es el sostenido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en numerosos precedentes jurisprudenciales, en el sentido que los pronunciamientos que tienen como consecuencia la de seguir sometido al proceso no revisten carácter de sentencia definitiva, pues no ponen fin al procedimiento ni ocasionan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior (C.S.J.N., Fallos: 248:661, 296:552, 305:1344, 310:1486, 311:252).-----------------------------



VI) En síntesis, aquellos pronunciamientos, como el de autos, que no admiten nulidades procesales (C.S.J.N., Fallos 236:284; 379;239:28; 248:661; 257:215 entre otros), o que disponen o confirman el auto de procesamiento (C.S.J.N., Fallos: 248:661, 296:552, 305:1344, 310:1486, 311:252), no impiden la prosecución del proceso ni motivan un daño grave e irreparable, ya que en rigor no se ha puesto fin al pleito ni se ha decidido de un modo final sobre la existencia o suerte del derecho de fondo, sin patentizarse, entonces, la nota de "definitividad".------------------------------------------

Por lo expuesto, en atención a lo peticionado y a que los argumentos desarrollados para fundamentar su posición sobre la naturaleza de la resolución recurrida por casación, no logran poner en crisis el criterio antes señalado, este Órgano Superior estima que el remedio casatorio intentado ha sido debidamente declarado inadmisible por el tribunal a quo, pues, no corresponde habilitar dicho carril recursivo ante el incumplimiento de los requisitos formales exigidos por la ley adjetiva para acceder a esta instancia extraordinaria de revisión. En consecuencia, el decisorio venido en queja no amerita ser revocado por este Superior Tribunal de Justicia.----------

VII) Por los fundamentos que anteceden, doctrina y jurisprudencia citada, y oído que fuera el Fiscal General del Ministerio Público, Se Resuelve: I) NO HACER LUGAR al Recurso de Queja interpuesto por el Dr. Julio A. Llugdar contra la resolución emitida por la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal en fecha 03/09/2019 (fs. 16 y vta) que deniega la procedencia del Recurso de Casación, declarando su inadmisibilidad formal. II) DECLARAR BIEN DENEGADO el Recurso de Casación deducido contra el fallo emitido por ese mismo Tribunal inferior en fecha 12/07/2019 (fs. 5/14 vta). Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Voto del Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray.



Y Vistos:




Para resolver el recurso de queja por casación denegada, interpuesto por la defensa técnica de los Sres. Oscar Vicente y Dino Franco Carluccio, en contra de la resolución de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal, de fecha 3 de septiembre de 2019.-----------------


Y Considerando:


I) Adhiero a la relación de la causa y a la decisión a la que arriba la Sra. Vocal que me antecede en el orden, así como a los fundamentos referidos a la falta de definitividad del auto de procesamiento, establecidos en los considerando del I al V y V.b, a los cuales me remito por razones de brevedad.---------------------------


Adhiero asimismo al rechazo de la queja contra la denegación de la casación deducida contra el punto de la sentencia que rechazara la nulidad articulada por la defensa técnica, sobre la base de los siguientes argumentos: 


II) El tribunal de apelación, rechazó la nulidad solicitada por la defensa, bajo el fundamento de que el rechazo in limine realizado por la propia jueza recusada, había quedado firme.--------------------------------------


III) Esta última conclusión fue cuestionada por el quejoso en la casación, cuya concesión denegó el tribunal por considerarla excluida de los supuestos de impugnabililidad objetiva requerida para la habilitación del recurso de casación, que mediante esta queja se pretende abrir.-------------------------------------------


IV) A los fines de justificar en este punto el carácter de equiparable a definitiva de la decisión que recurre, el quejoso invoca los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) “Di Mascio”, bajo el argumento de que se estaría en presencia de un perjuicio de imposible reparación ulterior; y “Llerena”, fundado en que la decisión relativa a la imparcialidad objetiva del tribunal, produce un perjuicio de igual características.  ----------------------------------------


V) Sin embargo cabe en este punto señalar que el precedente “Llerena” al igual que “Diesser y Fratichelli”, refieren a un contexto fáctico procesal diferente al de autos, en tanto se trataba de la recusación de magistrados del tribunal de juicio oral o del órgano revisor de la sentencia definitiva, porque habían intervenido en etapas procesales anteriores, encontrándose efectivamente afectada su imparcialidad. -------------------------------


En efecto, en “Llerena” …la defensa, luego de notificarse de la clausura de la instrucción del sumario y la elevación a juicio, más precisamente al citarse a las partes al debate y a ofrecer prueba, planteó la recusación de la jueza a cargo del Juzgado Correccional N° 3 de esta ciudad, fundada en la sospecha y el temor de parcialidad que siente su pupilo, en virtud de que la recusada ya había dictado resoluciones en su contra para avanzar en el proceso, con sustento en las pruebas recolectadas en la etapa de investigación instructoria; y en consecuencia no se encontraba en posición de neutralidad frente al caso, como para realizar el debate. Por ello, solicitó el apartamiento de la doctora María Susana Nocetti de Angeleri, amparándose en la garantía que posee el imputado de ser juzgado por un tribunal imparcial, consagrada en los instrumentos internacionales incorporados a la Constitución Nacional por el art. 75, inc. 22. (Fallos: 328:1491, considerando 2°). ------------------------------


Por su lado, “Diesser y Fratichelli” en el que se remite también al precedente “Llerena”, la Corte señaló que la decisión que confirmó el auto de procesamiento implicó un estudio minucioso de la cuestión en cuanto a consideraciones de hecho, prueba, calificación legal y determinación de responsabilidad por la realización de conductas desde el punto de vista de la culpabilidad, verosímilmente pudo haberse afectado la posibilidad de un reexamen de la condena por parte de los mismos jueces sin prejuzgamiento del caso. -Del dictamen de la Procuración General, al que remitió la Corte Suprema. (Fallos: 329:3034). ----------------------------------------------


Sin embargo, en este caso, la recusación fundada en la supuesta amistad de la jueza de instrucción con uno de los letrados intervinientes, había sido invocada a efecto de evitar su intervención en la etapa de instrucción por temor de parcialidad, quien había avanzado con el dictado del auto de procesamiento, luego del cual se inicia la etapa intermedia con el requerimiento fiscal de elevación a juicio oral. La jueza que intervino, no es la misma que ha de intervenir en el juicio oral y dictar la sentencia definitiva.----------------------------------


VI) Sin perjuicio de ello, cabe señalar que la desaparición de la causal invocada al recusar resulta un hecho no controvertido por la defensa, conforme se desprende de lo establecido por la propia resolución de la Cámara de Apelaciones (ff. 7 vta., voto en disidencia de la Dra. Generoso), y de lo sostenido por el propio quejoso en su recurso a ff. 18. En este sentido, se advierte que sus argumentos recursivos se dirigen a obtener la nulidad de todo lo actuado por la magistrada de instrucción, a partir del rechazo que la propia jueza recusada realizara del pedido de recusación, motivados por la falta de tramitación del mismo, sin negar que en efecto la causal ha desaparecido, ni tampoco alegar la existencia de otras razones para sostener esa sospecha de parcialidad. -------


Al respecto, cabe señalar que tanto el Código Criminal y Correccional (CCC, art. 115) y el vigente Código Procesal Penal (CPP), como asimismo, abundante doctrina y jurisprudencia, han determinado que la declaración de nulidad no procede por la nulidad misma. Jurisprudencialmente se ha dicho que también, respecto a esta materia, nuestra Corte Suprema ha resuelto que, aun tratándose de nulidades absolutas, una sanción procesal de esa magnitud requiere la comprobación de un perjuicio concreto para alguna de las partes porque cuando se adopta en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia (Fallos 295:961; 198:1413; 311:2337; entre muchos otros –“Bressan” Res. S. B. N° 92, consid. III.1.b.1-).--------------------------------------


De tal forma, el art. 225/CPP expresa que “La inobservancia de las disposiciones establecidas para la realización de los actos del procedimiento solo los hará nulos en los supuestos expresamente determinados por este Código. No se declarará la nulidad si la inobservancia no ha producido, ni pudiere producir, perjuicio para quien la alega o para aquel en cuyo beneficio se ha establecido”.--


Siendo ello así, y dentro de dicho contexto fáctico y procesal, cabe resaltar que el recurrente no ha argumentado cuál es el perjuicio concreto que el mantenimiento de la intervención de la magistrada, no obstante la desaparición de la causal de recusación invocada, le habría causado en orden a la falta de imparcialidad.--------------------------------------------


VII) Tampoco señala -con referencias concretas a las constancias de la causa-, cuál sería el gravamen en la inobservancia de las disposiciones establecidas para la realización de actos procesales, en este caso, el trámite de la recusación, respecto del cual no solo no contiene establecida expresamente la sanción en análisis (nulidad, cfr. arts. 14 en adelante del Código de Procedimiento Civil y Comercial –CPCC, aplicable en virtud de lo dispuesto por el art. 35 del CCC), sino que tampoco ha invocado el perjuicio que ello le habría acarreado a su parte. ---------------------------------------------------


Las omisiones argumentativas no logran poner de manifiesto -en el contexto antes descripto-, el perjuicio concreto que pudo haberle causado la continuidad de la jueza hasta el dictado del auto de procesamiento. Y tampoco señala qué punto de la decisión adoptada por la magistrada revela falta de imparcialidad, esto es, qué aspecto del auto de procesamiento -a más de poder considerarlo equivocado-, representa un claro y concreto ejemplo de condicionamiento de la Sra. Jueza en el marco de la causal de recusación que había invocado.------------


Ello resulta necesario en tanto además, la garantía de defensa en juicio que podría en definitiva estar comprometida, tiene carácter sustancial, y por ello exige de parte de quien la invoca la acreditación del concreto perjuicio que pudo inferirle el presunto vicio de procedimiento y la solución distinta que pudo alcanzarse en el fallo de no haber existido ese vicio (cfr. CSJN Fallos: 298:279 y 498 – en “Bressan” ya citado, consid. III.1.a.1).----------------------------------------------


VIII) Bajo dichas circunstancias, tampoco resulta aplicable a efecto de la admisibilidad del recurso de casación, lo sentado por la Corte Nacional en el precedente “Di Mascio” (Fallos: 311:2478), citado por el recurrente. En dicha causa, el recurrente que había sido condenado a una pena en suspenso, denunció violación de garantías constitucionales por haberse prescindido de prueba de importancia para la causa y que había existido un error en la interpretación de los hechos, habiendo planteado además la inconstitucionalidad de una norma procesal que vedaba acceder a la instancia ante el máximo tribunal provincial, con sustento en la cuantía de la pena.-----------------------------------------------------


En ese contexto, la Corte sostuvo que no podía vedarse por cuestiones formales el acceso al máximo tribunal provincial, cuando se haya planteado una cuestión federal, en los términos del art. 14 de la ley 48. Que consecuentemente, corresponde afirmar que en los casos aptos para ser conocidos por esta Corte según el art. 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano, en tales supuestos, v. gr.: por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas. Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional (“Strada, Juan Luis”, cit.-consid. 9°, p. 509; “Di Mascio” consid. 14). ---------------------------------


Sin embargo, a diferencia de dicho precedente, en el caso bajo análisis, el recurrente no solo no ha planteado la inconstitucionalidad de norma procesal alguna que pudiere habilitar la instancia de casación, sino que tampoco ha indicado –como se señalara-, de qué manera se estaría violentando la garantía de imparcialidad o cualquier otro derecho constitucional, tras haber quedado firme la circunstancia de que al momento de la recusación, la causal que había invocado, había desaparecido.---------


El carácter no definitivo de una resolución no es motivo determinante y excluyente para denegar, por sí mismo, el acceso a la instancia extraordinaria de casación, cuando el recurrente ha cuestionado fundadamente la decisión que le fuera adversa, bajo el argumento motivado de violación a garantías constitucionales; o bien –como en el citado fallo de la Corte- haya formulado planteos de inconstitucionalidad de normas, de cuyo tratamiento no podría desentenderse este Alto Cuerpo.-----


Sin embargo, en el caso, el quejoso no ha logrado demostrar la concurrencia de circunstancias que den lugar a la admisibilidad de la casación, motivo por el cual, la queja no puede prosperar.------------------------



Por los fundamentos que anteceden, doctrina y jurisprudencia citadas, y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Se Resuelve: I) NO HACER LUGAR al recurso de queja por casación denegada, interpuesto a ff. 17/19 por la defensa técnica de los Sres. Carluccio, en contra de la resolución de la Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal, de ff. 16. II) DECLARAR bien denegado el recurso de casación deducido en contra de la sentencia de ese mismo tribunal, de ff. 5/14.  Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, veinticinco de febrero dos mil veintiuno. 



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HACER LUGAR al Recurso de Queja interpuesto por el Dr. Julio A. Llugdar contra la resolución emitida por la Excma. Cámara de Apelaciones y Control en lo Penal en fecha 03/09/2019 (fs. 16 y vta) que deniega la procedencia del Recurso de Casación, declarando su inadmisibilidad formal. II) DECLARAR BIEN DENEGADO el Recurso de Casación deducido contra el fallo emitido por ese mismo Tribunal inferior en fecha 12/07/2019 (fs. 5/14 vta). Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar –Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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